RECURSO DE REVISIÓN 

H. TRIBUNAL COLEDIADO DE CIRCUITO 

EN MATERIA CIVIL EN TURNO:


CARLA GODLSTEIN ROCCHI por mi propio derecho y en representación de mis menores hijos de nombre ENRIQUE Y VANESSA de apellidos HERMAN GOLDSTEIN,  autorizando para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores a los Licenciados en derecho JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, con cédula profesional 1697921, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ  con cédula profesional 3062925, JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA con cédula profesional 4402398, MARCO ANTONIO ALBA MORENO con cédula profesional 4642604, así como a los estudiantes de derecho C. YANEHT GARCÍA ESPINDOLA, VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, HUGO PIÑONES FUENTES, BENJAMIN SANCHEZ PEREZ, JULIO DE LA VEGA LUNA en forma conjunta o separada, y para los mismos efectos, señalo como domicilio el ubicado en la AVENIDA PASEO DE LA REFORMA NÚMERO 199 DESPACHO 802 OCTAVO PISO, DELEGACIÓN CUAUHTEMOC, CODIGO POSTAL 06500 EN MEXICO DISTRITO FEDERAL, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma, vengo a interponer en términos del artículo 83 fracción IV y 91 fracción IV de la Ley de Amparo RECURSO DE REVISIÓN en contra de la sentencia de fecha 1- primero- de marzo del 2006-dos mil seis, con engrose el 24- veinticuatro de mayo del mismo año, dictada en el juicio de amparo 76/2006-VI y su acumulación 89/2006-VI promovidos por CARLA GOLDSTEIN ROCCHI Y HERMAN MENACHE PAWA respectivamente, dictada por el C. JUEZ DECIMO PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL, por violaciones a las reglas fundamentales que norman el procedimiento, en los siguientes términos: 
PRIMER AGRAVIO

FUENTE DE AGRAVIO.- Sentencia de fecha 1-primero de marzo del dos mil seis- emitida por el JUEZ DECIMO PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA CIIVIL que resolvió los autos del juicio de amparo 76/2006-VI promovido por CARLA GOLDSTEIN ROCCHI y su acumulación 89/2006-VI promovido por HERMAN MENACHE PAWA contra los actos de la SEGUNDA SALA DE LO FAMILIAR Y JUEZ TRIGESIMO CUARTO DE LO FAMILIAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, que en su parte conducente dice: 

RESULTANDO:

PRIMERA.-  Por demanda de amparo presentada el treinta de enero del dos mil seis, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, Carla Goldstein Rocchi solicitó amparo y protección de la Justicia Federal contra actos de la Segunda Sala de lo Familiar del Distrito Federal por considerarlos violatorios de las garantías individuales consagradas en los artículo 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos… 

SEGUNDO.- Por razón de turno correspondió conocer a este juzgado por auto de treinta y uno de enero del dos mil seis la admitió a trámite, solicitó a la autoridad responsable su Informe justificado y ordenó el emplazamiento del tercero perjudicado Herman Menache Pawa; se dio la intervención que compete al Agente del Ministerio Público de la Federación; quien se abstuvo de presentar pedimento.

Por auto de fecha siete de febrero del dos mil seis, se ordenó la suspensión del procedimiento, con motivo de la tramitación del diverso juicio de amparo 89/2006-VI por lo que se señaló día y hora para que efectuara la audiencia correspondiente ( foja 170). 

TERCERO.- Por escrito de demanda de amparo presentada el dos de febrero del dos mil seis, antela Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, Herman Menache Pawa solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal contra actos de la Segunda Sala de lo Familiar y Juez Trigésimo Cuarto de lo Familiar, ambos del Distrito Federal, por considerarlos violatorios de las garantías individuales consagradas en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos…. 
QUARTO.- Por razón de turno, la demanda fue remitida a este Juzgado, que la admitió a trámite por auto de fecha 7-siete de febrero del dos mil seis ( fojas 241 y 243)]; se pidieron informes justificados; se ordenó emplazar a la tercero perjudicada Carla Goldstein Rocchi; se dio la intervención que compete al Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito, quien se abstuvo de presentar pedimento; se ordenó la suspensión del procedimiento como consecuencia de la tramitación del incidente de acumulación para lo que se señaló día y hora para la celebración de la audiencia respectiva. 

QUINTA.-  Por resolución de catorce de febrero del dos mil seis, se declaró procedente el incidente y se ordenó la acumulación del juicio de amparo 89/2006-VI promovido por Herman Menache  Pawa, al 76/2006-VI promovido por Carla Goldstein Rocchi, por lo que se ordenó levantar la suspensión del procedimiento. En tales circunstancia, la audiencia constitucional se verificó al tenor del acta que antecede.
CONSIDERANDO:

CUARTO.- Por técnica jurídica, se procederá al análisis de los conceptos de violación que hizo valer Herman Menache Pawa, ya que alega una infracción de carácter procedimental que consiste en el desechamiento del incidente de nulidad de actuaciones que promovió, medularmente reclama… 

QUINTO.- Toda vez que el estudio de las causales de improcedencia es de orden público y de estudio de preferente, de conformidad con la última parte del artículo 73 de la Ley de Amparo, a continuación se procede a su estudio:

En la especie se actualiza la causa de improcedencia prevista en la fracción XVI del artículo 73 de la Ley de Amparo, en razón de las consideraciones que seguidamente se establecen:



La fracción XVI del artículo 73 de la Ley de Amparo, es del tenor:

“Artículo 73.- El juicio de amparo es improcedente: --- XVI. Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado;….”

Del precepto transcrito, se advierte que el juicio de amparo indirecto es improcedente cuando los efectos del acto reclamado han cesado o desaparecido y las consecuencias jurídicas que el acto reclamado pudo haber producido, han dejado de existir por un cambio que la propia autoridad ha propiciado,  lo que se traduce en el efecto del dejar las cosas al estado en que se encontraban hasta antes de la violación reclamada, como si hubiera otorgado el amparo al quejoso, restituyéndolo en el pleno goce de las garantías violadas. 

En especie, si la impetrante de garantías Carla Goldstein Rocchi, como quedó establecido en el resultando primero de este fallo, señaló como acto reclamado la resolución que fue declarada inconstitucional en el considerando que antecede, esto es, la dictada por la sala responsable en el toca 2047/2005/2 de nueve de enero del dos mil seis. 


Es incuestionable que los efectos de ese acto reclamado en cumplimiento de la protección constitucional, traerá como consecuencia que sus efectos han cesado en su totalidad, ya que las cosas han vuelto al estado en que originalmente se encontraban, virtud a la concesión del amparo.

(….)

De modo que este sobreseimiento de este juicio de garantías, atiende principalmente a la cesación de los efectos del acto reclamado, en términos del lo que establece el artículo 73, fracción XVI de la Ley de Amparo. 


ARTICULOS VIOLADOS.-  129  y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles, el artículo 14  y 16 Constitucional 
CONCEPTO DE VIOLACIÓN.- Me para perjuicio la resolución recurrida, toda vez irrumpe el principio de lógica jurídica y el principio que reza “primero en tiempo, primero en derecho”, en la inteligencia de que la suscrita con fecha 30-treinta de enero del dos mil seis, ante la Oficialía de Partes Común de los Juzgados de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, presentó DEMADA DE GARANTÍAS, a las quince horas con doce minutos, habiendo recaído en el JUZGADO DECIMO PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL con auto de fecha 31-treinta y uno de enero del dos mil seis, donde se tuvo por admitido a trámite la demanda de garantías, y ordenándose los informes justificados para la fijación de la litis.

  Así mismo, el C. HERMAN MENACHE PAWA interpuso demanda de garantías el dos de febrero del dos mil seis, ante la Oficialía de Partes Común de los Juzgados de Distrito en Materia Civil, solicitando el amparo y protección de la Justicia Federal contra actos de la Segunda Sala de lo Familiar del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, al considerar al resolución impugnada violatoria de los artículos 14, 16, y 17 Constitucional. 

Cabe señalar, que la acumulación de los autos tiene por objeto dar seguridad jurídica a los actos de autoridad, la que no se encontraría en el caso de que se permitiera la tramitación de dos o más juicios de amparo promovidos por el mismo quejoso y contra el mismo quejoso y contra el mismo acto reclamado, o por diversos quejosos, pero contra la misma autoridad responsable y con relación al mismo acto reclamado (caso que nos ocupa); toda vez que podría llegar a darse el caso de que en las sentencias dictada por los jueces de distrito que estén conociendo de los diversos juicios constitucionales, sean contrarias entre sí, declarando una de la constitucionalidad del acto de autoridad,  en tanto que otra proclame la inconstitucionalidad del mismo, es por ello que procede la acumulación de los expediente, pero únicamente si  encuadra en el supuesto normativo. 

En consecuencia, una vez ordenada la acumulación del amparo 89/2006-VI al 76/2006-VI, el juez que primero previno de la causa fue el JUEZ DECIMO PRMERO  EN MATERIA CIVIL  DEL PRIMER CIRCUITO con relación al amparo que la suscrita, C.CARLA GOLDSTEIN ROCCHI interpuso registrado bajo el número 76/2006-VI, toda vez que el nuevo expediente o sea el amparo interpuesto por C. HERMAN MENACHE PAWA, (mismo que también conoció el juzgado de distrito señalado) se adhiere o suma al más antiguo, debiendo el juez abordar el estudio del primer amparo interpuesto por la C. CARLA GODLSTEIN ROCCHI, en la inteligencia de haberse presentado primero en tiempo, amén de ordenarse la acumulación al amparo atrayente como consecuencia de la interposición de otro amparo denominado atraído; y no sobreseer el amparo interpuesto por la suscrita al aplicarse la causal contemplada en el numeral 73 fracción XVI del Ley de Amparo, so pretexto de utilizar una supuesta “técnica jurídica” como la autoridad constitucional señaló al inicio de su considerando CUARTO de la resolución impugnada, en virtud que de actuaciones judiciales se desprende que la suscrita hizo valer en primer lugar un juicio de garantías   
SEGUNDO AGRAVIO

FUENTE DE AGRAVIO. Sentencia de fecha 1-primero de marzo del dos mil seis- emitida por el JUEZ DECIMO PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA CIIVIL que resolvió los autos del juicio de amparo 76/2006-VI promovido por CARLA GOLDSTEIN ROCCHI y su acumulación 89/2006-VI promovido por HERMAN MENACHE PAWA contra los actos de la SEGUNDA SALA DE LO FAMILIAR Y JUEZ TRIGESIMO CUARTO DE LO FAMILIAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, que en su parte conducente dice: 

CONSIDERANDO:

CUARTO.- (…)


En otro aspecto el quejoso reclama lo siguiente:

2. que la sala responsable esta obligada a verifica, aun de oficio, la contestación de la demanda incidental y concluir que la demanda se allanó o consintió las prestaciones marcadas con los incisos A) y F), relativas a la determinación del porcentaje de la pensión alimenticia y el otorgamiento y firma de escritura de terminación o rescisión del contrato de donación de un inmueble, por lo que esas prestaciones ya no estaban en controversia, lo que implica la imposibilidad de la autoridad de resolver el fondo de las mismas.

3. que la sala responsable interpretó de manera inadecuada el convenio, porque si bien, en la cláusula décima segunda relativa a la pensión alimenticia se estableció que la vigencia de la pensión alimenticia a su cargo, subsistiría respecto de la divorciante, hasta en tanto, esta última, no contraiga nupcias o se una en concubinato, de ninguna manera implica que la exclusión de la tercera perjudicada del beneficio de la pensión alimenticia, se traduzca en la continuidad del mismo monto pero a favor de sus menores hijos.


Son fundados esos conceptos de violación.

A ese respecto se hace indispensable la transcripción de la cláusula décimo segunda del convenio de divorcio celebrado el cinco de marzo de mil novecientos noventa y ocho, que es del tenor siguiente:

“PENSION ALIMENTICIA.-----------  DÉCIMA SEGUNDA.- “EL DIVORCIANTE” se obliga a pagar como pensión alimenticia para la conyuge divorciante y sus menores hijos la “cantidad” de USD $6,200.00 (SEIS MIL DOSCIENTOS “DOLLARES” AMERICANOS) mensuales o su equivalente en Moneda Nacional a la fecha de pago de cada mensualidad.----Esta pensión estará vigente hasta que los hijos menores del matrimonio terminen sus estudios superiores (licenciatura o maestría) o hasta que cumplan 24 años, lo que suceda primero. Respecto de la “DIVORCIANTE” la pensión continuará en tanto no contraiga nuevas nupcias o se una en concubinato, en cuyo caso la pensión continuará a favor de sus menores hijos, y se depositará en una cuanta a nombre de los menores, con firma autorizada de “LA DIVORCIANTE”.------ La cantidad mencionada deberá depositarse en la cuenta No. 6602301 de Banamex, S.A., Sucursal 0525, precisamente el día 28 de cada mes, cuenta que será administrada por “LA DIVORCIANTE”--------- Dicha cantidad se incrementará anualmente de acuerdo al decremento del poder adquisitivo de la moneda, tomando en consideración los índices que emita el Banco de México.”

Para resolver este concepto de violación, se hace necesario interpretar la cláusula transcrita, de la que se desprenden elementos importantes.

En primer término, el quejoso se comprometió al pago de pensión alimenticia para la cónyuge divorciante y sus menores hijos de seis mil doscientos dólares norteamericanos mensuales o su equivalente en moneda nacional.

Las partes convinieron en establecer algunas condiciones a los acreedores alimentarios, al respecto para los menores de edad, se acordó en pagar la pensión hasta que: 


a) terminen sus estudios superiores (licenciatura o maestría); o


b) cumplan veinticuatro años, lo que suceda primero.

Por lo que hace a la pensión alimenticia de la divorciante ambas partes convinieron que continuara hasta en tanto:

a) no contraiga nuevas nupcias o se una en concubinato, en cuyo caso la pensión continuará a favor de sus menores hijos.

La redacción de esta última parte es la produce confusión y que trajo como consecuencia que la sala responsable determinara que apegándose al texto de esa cláusula, resultara improcedente la reducción de pensión alimenticia y que por el contrario, subsistiera en su totalidad, pero a favor de loa menores de edad.

Contraria a la interpretación de la sala responsable, se puede deducir del conjunto de indicios que aparecen probados en el expediente, se obtiene la inferencia lógica que le permite conocer el hecho desconocido, lo que se conoce como la presunción humana o judicial; de ahí se puede afirmar, que los indicios son los hechos, mientras que la presunción judicial o inferencia lógica el la conclusión del razonamiento que de aquellos se aplica.

Lo anterior, tiene su sustento en la jurisprudencia del Tercer Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página cuatrocientos treinta del Tomo: II, Segunda Parte-2, julio a diciembre de mil novecientos noventa y ocho, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, del tenor siguiente:

PRUEBA PRESUNCIONAL HUMANA. Si el análisis de las probanzas rendidas en juicio se agotan en hacer referencia por separado a cada uno de los instrumentos y medios allegados al juzgador por las partes contendientes a fin de crearle una convicción favorable a sus intereses, parece fácil entender que escaparían de la decisión de los tribunales numerosos conflictos en los que los interesados han visto fracasar sus esfuerzos por concretizar la prueba plena de los hechos base de su acción, sobre todo en aquellos asuntos que por sus características y cualidades peculiares son refractarios a la demostración por medios directos. La imperiosa exigencia de descubrir la verdad explica que el legislador, al lado de medios de prueba de apreciación tasada o semitasada, consagrará la prueba presuncional humana, tal como sucedió con el autor de los artículos 93 fracción VII, 190 y 218 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Así, la presuncional en su vertiente humana se distingue como el medio demostrativo artificial e indirecto que abreva, por excelencia, de los indicios arrojados por cualquier otro instrumento probatorio y de las consecuencias deducidas o inferidas de hechos plenamente acreditados en el juicio, gracias a los cuales mediante una operación lógica es imposible el descubrimiento de un hecho hasta entonces ignorado. La íntima relación entre los hechos probados y los hechos que se investigan, y la presencia de los demás requisitos configurativos de una presunción humana, a saber, que se encuentren probados los hechos de los cuales deriva y que entre la verdad conocida y la buscada existe un enlace neutral mas o menos necesario de modo que su interpretación no conduzca sino en una sola dirección, según lo ha resuelto en repetidas ocasiones la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinan que el juzgador aún oficiosamente esta constreñido  a examinar esta prueba y a valorarla en conciencia.”

Se puede deducir, que el primer indicio se obtiene de la cláusula décimo segunda, en la
que ambas partes convinieron otorgar a favor de tres personas (la divorciante y sus dos menores hijos) una pensión alimenticia de seis mil doscientos dólares mensuales; sin que se haya fijado porcentaje alguno para cada uno de los acreedores alimentarios, de lo que se infiere que los tres gozan de esa pensión alimenticia.

También se deduce que las partes limitaron esa pensión, a los menores de edad ( hasta que concluyeran sus estudios superiores de licenciatura o maestría o que cumplan veinticuatro años, lo que suceda primero,) y por lo que hace a la divorciante (hasta en tanto no contraiga nuevas nupcias o se una en concubinato); es decir, que en caso de los menores cuando cumplan la condición convenida, cesará la obligación del deudor, en tanto que a la divorciante no gozará de la pensión alimenticia   para el caso de materializar cualquiera de esas hipótesis, sin que se cancele por ese hecho la pensión en perjuicio de sus menores hijos.

También debe destacarse lo que la propia demandada confesó al contestar la demanda, específicamente respecto de la prestación C, subinciso a):

a) Como se desprende del mismo convenio de marras, en su cláusula Décimo Segunda, se obligó el señor HERMAN MENACHE PAWA, de forma voluntaria, lisa y llana, a pagar la cantidad de US $6,200.00 (seis mil doscientos dólares americanos) de forma mensual, a partir del mes de junio de mil novecientos noventa y ocho, para mis menores hijos y la suscrita, cantidad que desde esa fecha, no tuvo incrementos  tal y como se acordó y obligo efectuar en forma puntual en cantidades completas, amen de que esta cantidad total sería para mis hijos y la suscrita y cubriría los alimentos, no obstante el incumplimiento de la cláusula en comento en relación al incremento de la pensión, la suscrita se encuentra de acuerdo en que una vez sea incrementada la pensión conforme al propio convenio, se reduzca una tercera parte de la misma y las dos terceras partes restantes sean a favor de mis hijos.” (lo remarcado no es de origen).

Luego, resulta claro que ambas partes saben que la pensión alimenticia la gozan la divorciante y sus dos menores hijos y que para el caso de que ella contrajera nuevas nupcias, como sucedió en la especie, ya no gozaría de esa prestación; de modo que el divorciante al ejercer la acción de cesación de pensión alimenticia, como la divorciante al contestar la demanda, están de acuerdo que esa prestación tiene que cesar, pero que tiene que continuar en cuanto a sus menores hijos.           

Por añadidura, la demandada, quien contesto la demanda incidental a su nombre y en el de sus hijos, estuvo de acuerdo en que se fijaran dos tercios del monto de la pensión a favor de los menores; esto es, que la que signó el convenio de cuya cláusula se analiza, no tuvo objeción en que se fijaran porcentajes a cada uno de los acreedores alimentarios y que se cancelara el que le correspondiere, siempre que se respetara el de sus menores hijos.

De ahí que se puede presumir que la intención de los signantes del convenio era que mientras la divorciante no contrajera nuevas nupcias, gozaría de la pensión alimenticia, pero si lo hacía, entonces debía cancelarse esa prestación sólo en lo que a ella respecta.

Se llega a la anterior conclusión porque así lo manifestó la divorciante en la contestación de la demanda incidental, en la que expresó su deseo de que se cancelara la pensión alimenticia que hasta esa fecha venía gozando, siempre que se dejara intocada la de sus menores hijos.

De todo lo anterior, la sala responsable interpretó de manera inadecuada la cláusula décima segunda, porque consideró que la pensión alimenticia de los menores debía subsistir por el total del monto, esto es, seis mil doscientos dólares norteamericanos; cuando lo cierto es que ambas partes sabían que para el caso de que la divorciante contrajera nuevas nupcias, esa prestación concluiría, pero solo respecto de ella.

Lo anterior resulta relevante porque de lo que se trata es de cancelar una pensión alimenticia de que venía gozando la divorciante y no como lo sostiene la sala responsable de reducir esa prestación en perjuicio de los menores.


Se llega a la anterior conclusión porque la demandada cuando hizo la contestación incidental, incluso a nombre de sus menores hijos, manifestó su aprobación de que le fuera cancelada la parte que le correspondía de la pensión alimenticia y estuvo de acuerdo en un porcentaje, atendiendo que es quien ejerce la guarda y custodia de los menores.

Sin que pase inadvertido el argumento de la demanda en el sentido de que está de acuerdo con la cancelación de la parte que le corresponde de la pensión, pero cuando se actualice la misma tal y como fue convenido, lo anterior, porque el juez responsable concedió valor probatorio a los dictámenes del actor y el tercero en discordia que coincidieron en señalar que la pensión alimenticia no podía ser incrementada anualmente porque fue fijada en dólares norteamericanos y que esa moneda no ha sufrido decremento alguno, lo que aceptaron las partes, porque no fue materia de impugnación.

De modo en que por convenio entre las partes debe cancelarse la parte correspondiente a la divorciante porque ya contrajo nuevas nupcias, sin que lo anterior  implique la reducción de la pensión alimenticia que existe a favor de los menores, porque según las manifestaciones de las partes, de esa prestación venía gozando también la divorciante, porque lo único que tendrá que analizarse es el porcentaje en que tendrá que cancelarse esa pensión.

En la relacionadas circunstancias, si conforme a lo dispuesto por el artículo 80 de la Ley de Amparo, el objetivo del juicio constitucional es restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, y el impetrante del amparo de duele de que la sala responsable interpretó de manera inadecuada el convenio, en específico la cláusula décimo segunda relativa a la pensión alimenticia, porque la exclusión de la divorciante de ese beneficio, no se traduce en la continuidad del mismo monto pero a favor de sus menores hijos, se considera que la protección constitucional debe de otorgarse para que la sala responsable deje sin efectos la sentencia de fecha nueve de enero de dos mil seis y en su lugar dicte otra con plenitud de jurisdicción, en la que atendiendo los lineamientos interprete la cláusula décimo segunda y con las pruebas aportadas por la partes fije el porcentaje que se cancelará, lo que se hace extensivo a la autoridad ejecutora.

En consecuencia, al declararse fundado ese concepto de violación, se hace innecesario hacer el estudio de los demás expresados, toda vez que aun realizando el análisis de los mismos en nada cambiaría el sentido de la presente resolución, al quedar demostrada la inconstitucionalidad del acto reclamado.

Encuentra apoyo a lo anterior la jurisprudencia ciento setenta, del Segundo Tribunal  Colegiado  del Sexto Circuito, publicada en la página noventa y nueve, tomo IX enero de mil novecientos noventa y dos, Novena Época, del Semanario Oficial de la Federación, del tenor literal:

“CONCEPTO DE VIOLACIÓN FUNDADO. HACE INNECESARIO EL ESTUDIO DE LOS DEMAS. Cuando el amparo se va conceder al considerarse fundado uno de los conceptos de violación, lo que va a traer como consecuencia que quede sin efecto la resolución que constituye el acto reclamado, es innecesario hacer el estudio de los demás conceptos de violación expresados por la quejosa y que tienden al fondo de la cuestión propuesta, porque los mismos serán objeto del estudio que realice la autoridad responsable al emitir nuevo fallo en cumplimiento de la ejecutoria, ya que de hacerlo la potestad federal, se sustituirá a la responsable, siendo que dicho análisis corresponde a la misma al haber reasumido jurisdicción.”        

ARTÍCULOS VIOLADOS.- el artículo 14 Constitucional. 

CONCEPTO DE VIOLACIÓN.- Me para perjuicio la resolución recurrida toda vez que viola en mi perjuicio el artículo invocado al hacer el juez constitucional una incorrecta aplicación e interpretación de la ley, misma que se traduce en el convenio de divorcio celebrado entre CARLA GOLDSTEIN ROCCHI Y HERMAN MENACHE PAWA mediante escrito presentado al juez natural el día y cinco de marzo de 1998- mil novecientos noventa y ocho; toda vez, que si bien es cierto, que al momento de contestar el incidente de reducción de pensión alimenticia y cesación de obligaciones alimenticias la suscrita acepté la reducción de una tercera parte de la misma, siempre y cuando se hubiera incrementado la pensión conforme al convenio. Esto es, la suscrita al momento de contestar estableció una condición consistente en el incremento  que debía sufrir la pensión con base en el convenio; situación que no aconteció en el incidente en mención, toda vez que el A quo con base en las diversas pruebas periciales aportadas, no otorgó incremento alguno; y en consecuencia jamás se actualizó la condición que la suscrita estableció en su contestación al incidente, no siendo factible la interpretación errónea que realiza el juez Undécimo en Materia Civil  de Distrito en el Distrito Federal, señalando que la suscrita manifestó su aprobación con relación a la reducción de la pensión alimenticia, siempre y cuando se hubiere incrementado. 

De igual forma, el Juez Constitucional toma de base los argumentos erroneos esgrimidos por Herman Menache Pawa  en el entendido de que la suscrita se allano  al momento de contestar el incidente  incoado en mi contra, situación que a todas luces  es falsa, toda vez que una cosa es manifestar mi aceptación con relación a una reducción siempre y cuando se actualizara la condición del incremento de la pensión; y otra cosa es allanarme a una prestación, situación que jamás aconteció dentro del presente juicio, siendo contradictoria la resolución impugnada por este medio, toda vez que el juez manifiesta que no pasa desapercibido el argumento de la suscrita con relación a la cancelación de la parte que le corresponde de la pensión;  y por otro lado,  manifiesta que la suscrita esta a favor de cesar la pensión alimenticia, argumento que resulta incongruente con lo que la suscrita manifeste dentro de mi escrito de contestación de demanda, en razón a que si bien es cierto es tuve de acuerdo en que se redujera la pensión también señale que tal situación se tendria que dar SIEMPRE Y CUANDO SE INCREMENTARA LA PENSION,  sin tomar en cuenta la manifestación que la suscrita vierte con relación a la actualización aludida.

Ahora bien, cabe señalar que una vez actualizada la condición resolutoria establecida dentro de la cláusula decimo segunda del convenio celebrado por la suscrita y mi contrario, consistente en las nuevas nupcias que contrajo la suscrita con el señor MANUEL GERARDO SAENZ ORANTES, la pensión debería continuar a favor de los menores hijos, y en ningún momento debería cancelarse en perjuicio de los mismo, en  razón a que del texto de la cláusula décimo segunda del convenio de divorcio celebrado el cinco de marzo de mil novecientos noventa y ocho no se estableció que  una vez que la suscrita contrajera matrimonio, se tendría que reducir la pensión alimenticia decretada, toda vez que del texto de dicha cláusula se estimó que la totalidad de la cantidad convenida de $6,2000.00 (SEIS MIL DOSCIENTOS DOLARES) continuaría a favor de los menores, situación que hizo patente a la autoridad responsable a foja 22 de la sentencia de fecha 9-nueve- de enero del 2006-dos mil seis, en la inteligencia de que no hay lugar a interpretación jurídica que realiza la autoridad constitucional, en virtud de que la misma resulta errónea, en la inteligencia de no ser conforme a la letra de ley, en razón, a que del contrato de marras en su cláusula duodécima, donde claramente se establece que la pensión continuará a favor de los menores hijos, siento ésta la intención de los contratantes, sin necesidad de acudir a reglas de interpretación conjunta, bastando simplemente la interpretación literal al ser muy clara la intención de los contratantes, protegiéndose con esto el interés superior de los menores, de que en  ningún momento se pactó que debía reducirse o modificarse en perjuicio de los menores hijos, y sin precisarse que debería ser por un monto menor a lo acordado, ni mucho menos que debiera cancelarse la pensión alimenticia.      
 Aunado a lo anterior es importante precisar que el señor  HERMAN MENACHE PAWA interpuso un incidente de reducción de pensión alimienticia y no de cancelación de pensión alimenticia, como erróneamente interpreta la autoridad constitucional dentro de su considerando cuarto de la sentencia recurrida por este medio.

En el mismo orden de ideas, es importante señalar que la cláusula décimo segunda con relación a la pensión alimenticia en su redacción no produce confusión alguna, como erróneamente sostiene el juez de control constitucional;  al contrario, del texto de la cláusula se desprende literalmente que la pensión continuara a favor de los menores hijos, apegándose a su literalidad no dando pie a interpretación alguna como la que sostiene el juez Décimo primero de Distrito en Materia Civil del Primer Circuito. 


Por otra parte, resultan inconclusas las manifestaciones vertidas por el juez de control constitucional, con relación a los indicios que obran en el expediente que le permiten llegar a conclusiones inconclusas; toda vez que en el presente caso la aplicación de la prueba presuncional humana que realiza el juez constitucional, no es dable en función  de que no existen hechos que se ignoren o que se tengan que descubrir, sin que exista la necesidad de realizar un razonamiento  deductivo a través de un silogismo jurídico, tomando como premisa mayor los indicios o hechos acreditados en el juicio a efecto de realizar inferencias lógicas sobre la base de hechos desconocidos. En consecuencia los indicios que el juez constitucional manifiesta en su considerando cuarto, simplemente es la comprensión del texto de la cláusula, sin que exista la necesidad de llegar a conocer ningún hecho desconocido a través de razonamientos lógicos deductivos, toda vez  que esta perfectamente establecido los hechos materia la litis, siendo incongruente la aplicación de una prueba  donde no es posible su factibilidad.

